
Santiago, cuatro de junio de dos mil diecinueve.

VISTOS:

En estos  autos  RIT S-132-2017 del  Primer Juzgado de Letras  del 

Trabajo  de Santiago,  caratulados  D az  S nchez Norberto  con Empresa“ í á  

Nacional del Petr leo (ENAP) ,  denuncia por pr cticas antisindicales, poró ” á  

sentencia de  cinco de octubre de dos mil dieciocho, el Juez Titular  de 

dicho tribunal don Felipe Salas Torres, rechaz  la denuncia   interpuestaó  

por Norberto D az S nchez, sin costas.í á

En contra del referido fallo, recurri  de nulidad la parte denunciante,ó  

invocando las causales del art culo 477 por infracci n al art culo 19 N 3 deí ó í º  

la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  art culo  8  de  la  Convenci nó í ú í ° ó  

Americana sobre Derechos Humanos, denominada "Pacto de San Jos  deé  

Costa Rica", conforme las facultades  conferidas en los art culos 454, incisoí  

tercero, y 425 del C digo del Trabajo. art culo 478 letra b) del C digo deló í ó  

Trabajo 477 del C digo del Trabajo, infracci n sustancial de derechos oó ó  

garant as  constitucionales  en  la  dictaci n  de  la  sentencia  definitiva,í ó  

denunciando, al efecto, infracci n al art culo 19 N  19 de la Constituci nó í ° ó  

Pol tica de la Rep blica, en relaci n con los art culos 1  y 2  del Convenioí ú ó í ° °  

N  98 y con los  art culos  1  y 2  del  Convenio N  135,  ambos  de  la° í ° ° °  

Organizaci n Internacional del Trabajo (OIT). 19 N  19 de la Constituci nó ° ó  

y en los art culos 1  y 2  del Convenio N  98 y 135 de la OIT. 477 delí ° ° °  

C digo del Trabajo denunciando la infracci n de los art culos 289 inciso 1ó ó í ° 

parte preliminar y letras a), e) y g) y 215 del C digo del Trabajo.ó

Declarado admisible el recurso, se procedi  a su vista, oportunidad enó  

la que se escuch  solo  el alegato de la parte recurrente.ó

CONSIDERANDO:

Primero:  Que la denunciante funda su recurso de nulidad fundado 

en cinco causales, que interpone una en subsidio de la otra: 

Causal del art culo 477 del C digo del Trabajo, por vulneraci n deí ó ó  

garant as  constitucionales  durante  la  tramitaci n  del  procedimiento,í ó  

establecidos  en  el  art culo  19  N  3 de  la  Carta  Fundamental,  alude  alí °  

debido proceso, as  como el art culo 8  de la Convenci n Americana sobreí í ° ó  

Derechos Humanos, denominada "Pacto de San Jos  de Costa Rica", y elé  
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art culo  14  del  Pacto  Internacional  de  Derechos  Civiles  y  Pol ticos.  Alí í  

respecto se ala que el juez de la audiencia de juicio incurri  -durante lañ ó  

tramitaci n del procedimiento- en la infracci n de los derechos o garant asó ó í  

constitucionales  que se indican al  abusar de la  facultad conferida en los 

art culos 454, inciso tercero, y 425 del C digo del Trabajo:í ó

Se ala que a la audiencia de juicio, concurri  la mayor parte de losñ ó  

testigos  de su parte  y  el  juez  de la  causa le  habr a impedido rendir  laí  

totalidad  de  la  prueba  testimonial,  lo  que  habr a  impedido  ejercer  suí  

derecho  de  litigar  en  un  proceso  racional  y  justo,  una  de  cuyas 

manifestaciones  lo  constituye  el  derecho  a  rendir  las  probanzas  que  los 

litigantes  estimen  necesarias  para  acreditar  los  hechos  que  sirven  de 

fundamento a sus alegaciones y defensas.

Segundo: Que en primer t rmino, el recurrente invoca la causal delé  

art culo 477 por infracci n al art culo 19 N 3 de la Constituci n Pol tica deí ó í º ó í  

la  Rep blica,  art culo  8  de  la  Convenci n  Americana  sobre  Derechosú í ° ó  

Humanos, denominada "Pacto de San Jos  de Costa Rica", conforme lasé  

facultades  conferidas en los art culos 454, inciso tercero, y 425 del C digoí ó  

del Trabajo. Que la causal  de nulidad en an lisis conlleva, entonces,á  

lo contextualizado en los motivos und cimo y duod cimo de la sentenciaé é  

recurrida,  en  t rminos  que  los  hechos  acreditados  conforme  ha  sidoé –  

referido por el recurrente en lo que precede, en cuanto a las consecuencias 

del  env o  de  la  carta   al  menos  a  3.500  trabajadores  de  la  empresa-í  

conducen a que el juzgador de grado concluya la inexistencia de lesionar la 

libertad  sindical  en  cuanto  al  rechazo  de  la  denuncia  por  pr cticaá  

antisindical.

Cabe destacar que el contexto en que se desarroll  la reuni n del 25ó ó  

de octubre de 2017, en la que se present  una discusi n entre los se oresó ó ñ  

D az  y Del  carril  y  luego se  generaron empujones  entre  ambos,  habr aí í  

tenido distintas interpretaciones,  por una parte el actor ha se alado queñ  

dicha  circunstancia  unido  al  hecho  que  seis  d as  despu s  de  la  citadaí é  

reuni n el se or Tokman, gerente general, enviara una carta, al menos, aó ñ  

3.500 trabajadores  de la empresa,  ser a una pr ctica antisindical.  Dichasí á  

circunstancias  no  han  sido  acreditadas  debidamente,  ya  que  el  nicoú  
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instrumento  del  que  se  podr a  desprender  dicha  supuesta  pr ctica  es  laí á  

misiva ya se alada y las consecuencias que pudiera haber provocado en elñ  

desempe o de las funciones sindicales que le competen al recurrente.   ñ

 Concordante con lo  expresado,  debe recordarse  al  efecto que un 

eventual conflicto entre los intervinientes obedece a situaciones distintas, por 

una parte el actor lo refiere a aspectos personales que habr an interferido ení  

su funci n sindical y sus proyecciones y por otra, las consecuencias del env oó í  

de la carta a los empleados de ENAP. Como bien se ha precisado en la 

sentencia,  por  parte  del  gerente  general,  al  enviar  la  carta,  se  buscó 

mantener un buen clima laboral, alejado de los conflictos, pero en ning nú  

modo se advierte que exista la pretensi n del se or Tokman de interferir enó ñ  

las funciones de car cter sindical del se or D az, como se concluye en laá ñ í  

sentencia de primera instancia por el juez de la causa.

Tercero:  Que  la  causal  del  art culo  477  sobre  infracci n  deí ó  

garant as  constitucionales,  tiene  como  finalidad  velar  por  el  irrestrictoí  

respeto al  debido proceso. A pesar que no se encuentra desarrollado en 

nuestra legislaci n, debemos tener en consideraci n la necesidad de tener enó ó  

cuenta que para confeccionar un sistema procesal es trascendental lograr, 

por  un  lado,  un  equilibrio  entre  un  dise o  del  procedimiento  que  seañ  

r pido, eficiente, cercano al juez y a las partes, y transparente; y por otroá  

lado,  alcanzar una operatividad y aseguramiento del  debido proceso que 

garantice una efectiva revisi n de las decisiones jur dicas tomadas por losó í  

tribunales,  reduciendo  al  m ximo  posible  la  incurrencia  en  errores  queá  

subyace a todas las actuaciones humanas.

 Definir  el  debido  proceso  no  es  tarea  sencilla,  y  ni  siquiera  su 

concreci n es cuesti n pac fica. ó ó í

 Por su parte la Corte Suprema se ha referido al debido proceso en 

sentencia dictada por la Corte Suprema con fecha 1 de marzo de 2016, en 

causa rol 5100-2016, de la siguiente forma: Toda decisi n de un rgano“ ó ó  

que  ejerza  jurisdicci n  debe  fundarse  en  un  proceso  previo  legalmenteó  

tramitado,  y  al  efecto el  art culo  19,  N  3 ,  inciso  sexto,  le  confiere  alí ° °  

legislador la misi n de definir las condiciones de un procedimiento racionaló  

y justo. Sobre los presupuestos b sicos que tal salvaguardia supone, se haá  
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dicho que el  debido proceso lo  constituyen a lo  menos un conjunto de 

resguardos  que  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  los  tratadosó í ú  

internacionales ratificados por Chile en vigor y las leyes les entregan a las 

partes de la relaci n procesal, por medio de las cuales se procura, a v a deó í  

ejemplo, que todos puedan hacer valer sus pretensiones en los tribunales, 

que sean escuchados, que puedan impugnar las resoluciones con las que no 

est n conformes, que se respeten los procedimientos fijados en la ley, y queé  

las sentencias sean debidamente motivadas y fundadas .”

 Cuarto:  Que,  en  este  escenario,  la  naturaleza  de  la  norma 

constitucional, que a juicio del recurrente, aparece vulnerado y los referidos 

tratados internacionales ya se alados en lo que precede, refieren, a la igualñ  

protecci n de los derechos ante la Ley.  El concepto vertido, en relaci n aó ó  

los hechos acreditados y expuestos tanto en la sentencia de grado como en 

el motivo pret rito, de ning n modo alcanzan la situaci n de perturbar sué ú ó  

trabajo sindical y sus proyecciones.  Nada de eso ocurre en la din micaá  

f ctica acreditada en el considerando und cimo de la sentencia de primeraá é  

instancia. 

M s a n, se trasluce, de los hechos, una actitud alejada del sentido deá ú  

una  pr ctica  antisindical  que  ha  alegado  el  actor  Norberto  D az  en  suá í  

calidad  de  dirigente  sindical.   Lo  anterior,  precisamente,  al  no  existir 

evidencia alguna al efecto como tampoco que exista una actitud en contra 

del cargo del actor y que haya influido de forma negativa en la direcci n yó  

facultades que le competen a un dirigente sindical y menos la circunstancia 

que  se  estar a  generando un desequilibrio  en la  igual  protecci n  de losí ó  

derechos del recurrente. 

En m rito de lo expuesto es que esta Corte es del parecer de desecharé  

la pretensi n del recurrente deducida por este ac pite.ó á

Quinto:  En subsidio alega que concurre la causal del art culo 478í  

letra b) del C digo del Trabajo en particular infracci n del principio de laó ó  

raz n suficiente, al respecto manifiesta que las reglas de la sana cr tica hanó í  

sido quebrantadas toda vez que el sentenciador ha terminado estableciendo 

que la conducta del gerente general de ENAP, consistente en enviar una 

comunicaci n  a  todos  los  trabajadores  de  la  empresa  (m s  de  3.500ó á  
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trabajadores) manifestando su decepci n con los dirigentes que, habiendo“ ó  

estado presentes en la reuni n, han relatado los hechos de manera distinta aó  

como  ocurrieron ,  no  constituye  una  pr ctica  antisindical  y  tampoco” á  

desacredita  la  actividad del  dirigente  sindical  demandante.  En la  misma 

perspectiva, el fallo tampoco ve ning n inconveniente en el hecho de que elú  

gerente general env e un comunicado a todos los trabajadores de la empresaí  

haciendo presente que le ha sugerido al cuerpo directivo (de ENAP) que se“  

abstenga  de  sostener  reuniones  con  el  presidente  de  Fenatrapech,  para 

prevenir cualquier otro tipo de incidente . Alude que la sentencia recurrida”  

da por acreditados hechos que no tienen sustento alguno con la prueba que 

el propio fallo relata, ignorando un conjunto de elementos de convicci nó  

existentes  en  el  proceso  y  que  permiten  arribar  a  una  conclusi nó  

diametralmente  opuesta,  lo  que,  a  su  entender,  se  desprende  del 

considerando und cimo.é

Sexto:  Que,  la  causal  del  art culo  478  letra  b)  del  C digo  delí ó  

Trabajo tiene como finalidad primordial propiciar un control sobre el juicio 

de hecho contenido en la sentencia.

La sana cr tica est  integrada por reglas que dicen relaci n con elí á ó  

correcto entendimiento humano, contingentes y variables en relaci n a laó  

experiencia del tiempo y del lugar, pero que son estables y permanentes en 

cuanto a los principios l gicos en los que debe apoyarse la sentencia.ó

Por  otra  parte,  la  regla  de  la  experiencia  est  constituida  por  uná  

conjunto  de  juicios  fundados  sobre  la  observaci n  de  lo  que  ocurreó  

com nmente y que pueden formularse en abstracto por toda persona deú  

nivel mental medio.

La  l gica,  la  conforman  reglas  de  car cter  universal,  estables  yó á  

permanentes en el tiempo, que son propias de la raz n  humana, que nosó  

permiten llegar a una conclusi n o, en lo fundamental a la emisi n de unó ó  

juicio determinado. 

No se trata que una simple discusi n de las partes legitime el examenó  

de lo actuado en la asignaci n o negaci n de eficacia a la prueba rendida.ó ó  

La norma legal que tipifica el motivo de nulidad que se hace valer prescribe 

que la revisi n respectiva s lo puede efectuarse en la medida que existaó ó  
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una  infracci n  manifiesta  de  las  normas  de  apreciaci n  de  la  prueba“ ó ó  

conforme a las reglas de la sana cr tica . í ”

Ahora  bien,  la  parte  que  pretenda  una  revisi n  de  ese  tipo  debeó  

satisfacer el imperativo de demostrar la vulneraci n de tales reglas. Por loó  

mismo, resulta  indispensable  que las  identifique o se ale;  y adem s que,ñ á  

explique  c mo y por qu  se  habr an  vulnerado  en el  caso;  qu  hechosó é í é  

espec ficos estar an comprometidos en esa supuesta vulneraci n y, adem s,í í ó á  

de  qu  manera  podr a  alterarse  la  decisi n  adoptada  en  la  instanciaé í ó  

respectiva, lo cual en la especie no se hizo, alegando, por cierto, una falta 

de an lisis a la prueba rendida, lo cual no puede ser fundamento de estaá  

causal.

 S ptimo:é  Que, resulta pertinente destacar que el recurso de nulidad 

es uno de impugnaci n y no de m rito, de lo que se sigue que comportaó é  

una revisi n de la validez del fallo dictado y, en particular, por la causaló  

esgrimida,  significa  un  control  sobre  la  aplicaci n  de  los  conocimientosó  

jur dicos,  t cnicos,  cient ficos  o  de  experiencia,  al  tiempo  de  valorar  laí é í  

prueba. De ah  que no resulte aceptable que la impugnaci n se construya-í ó  

como ocurre en este caso-  a partir de la  interpretaci n y valoraci n que eló ó  

recurrente hace de la prueba rendida, aseverando que no es aceptable  que 

se rechacen las alegaciones de su parte en el examen parcial de las pruebas 

y a pesar de haberse acreditado la existencia de los indicios fundantes de su 

denuncia, pues con ello evidencia el prop sito que se revisen directamenteó  

por esta Corte, tanto las pruebas ejecutadas, como su m rito, que es cosaé  

distinta  al  real  supuesto  de  la  causal  esgrimida  que  se  relaciona  el 

razonamiento probatorio vertido en el fallo;

Octavo:  Que,  de  lo  expuesto  es  posible  concluir  que  lo  que  se 

pretende por el recurrente es que esta Corte valore nuevamente la prueba, 

pretensi n que no cabe en un sistema recursivo como el laboral, en que noó  

se  contempla  la  apelaci n  como  forma  de  impugnar  las  sentenciasó  

definitivas. Conforme lo expuesto en lo que precede el recurso formulado 

por este ac pite ser  rechazado.á á

Noveno:  Asimismo, en subsidio se ala que concurre en la especie lañ  

causal  del  art culo  477 del  C digo del  Trabajo,  infracci n  sustancial  deí ó ó  
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derechos  o  garant as  constitucionales  en  la  dictaci n  de  la  sentenciaí ó  

definitiva,  denunciando,  al  efecto,  infracci n  al  art culo  19 N  19 de laó í °  

Constituci n Pol tica de la Rep blica, en relaci n con los art culos 1  y 2ó í ú ó í ° ° 

del  Convenio N  98 y con los  art culos  1  y 2  del  Convenio N  135,° í ° ° °  

ambos de la Organizaci n Internacional del Trabajo (OIT).ó

 Se ala que se infringe la autonom a sindical propia del principio deñ í –  

libertad sindical- desde que si las organizaciones sindicales (y sus dirigentes) 

tienen derecho a que el empleador respete el mandado de esos dirigentes, 

que  se  re na  con  ellos  y  que  evite  todo  acto  que  impida,  dificulte  oú  

perjudique,  en  cualquier  forma,  la  participaci n  de  un  trabajador  enó  

actividades  sindicales,  las  reuniones  que  sostenga  un  empleador  (o  sus 

ejecutivos)  con  un  dirigente  sindical  forman  parte  de  las  actividades 

sindicales  propias  de  un  representante  de  los  trabajadores  y  ning nú  

empleador puede pasar por alto la representatividad de un dirigente sindical 

ya que la comunicaci n entre el empleador y los trabajadores afiliados a laó  

entidad sindical debe efectuarse normalmente a trav s del propio dirigente.é  

A su turno, alega que el Convenio N  98 de la OIT sobre derecho de°  

sindicaci n y de negociaci n colectiva,  que protege a la organizaci n deó ó ó  

trabajadores, y a sus dirigentes sindicales, de todo acto que tenga por objeto 

perjudicar  en  cualquier  forma a un  trabajador  a  causa  de  su  afiliaci nó  

sindical o de su participaci n en actividades sindicales. Finalmente, se alaó ñ  

que en virtud del Convenio N  135 de la OIT, los representantes de losº  

trabajadores en la empresa deben gozar de protecci n eficaz contra todoó  

acto que pueda perjudicarlos en el ejercicio de sus actividades como tales o 

de  su  participaci n  en  la  actividad  sindical  (art culo  1  del  Convenio).ó í °  

Asimismo,  el  referido  instrumento  exige  que  los  representantes  de  los 

trabajadores  dispongan en la empresa  de las  facilidades  apropiadas  para 

permitirles el desempe o r pido y eficaz de sus funciones (art culo 2  delñ á í °  

Convenio). Respecto de la forma c mo se produce la infracci n, se ala queó ó ñ  

el fallo recurrido desconoce estas normas y razona sobre la base que, al 

configurar al empleador como jefe de la empresa , su poder de direcci n“ ” ó  

prevalece sobre la autonom a de la organizaci n sindical y sus dirigentes, yí ó  

de  acuerdo  con  el  razonamiento  expresado  por  el  sentenciador,  el 
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empleador tendr a derecho a interferir en el funcionamiento del sindicato,í  

pasando  por  alto  su  autonom a  y  comunic ndose  directamente  con  losí á  

afiliados, considerando adem s que la libertad sindical no alcanza para queá  

los sindicatos determinen en forma aut noma los dirigentes que los van aó  

representar ante los directivos de la empresa, y peor a n, expone, el fallo ú –

asumiendo un concepto reduccionista de la autonom a y libertad sindical-í  

razonando sobre la base que el empleador se encuentra autorizado para 

denegar  unilateralmente  a  los  dirigentes  sindicales  cualquier  tipo  de 

facilidades que sean necesarias para el desempe o r pido y eficaz de susñ á  

funciones. Finalmente, la sentencia recurrida estima en la pr ctica que laá  

autonom a y  libertad  sindical  no  es  bice  a  la  realizaci n  de  cualquierí ó ó  

investigaci n  interna  de  la  empresa  en  contra  de  un  dirigente  sindical,ó  

independiente  que  dicho  procedimiento  investigativo  no  se  encuentre 

regulado en el Reglamento Interno, e independiente de cualquier demanda 

de desafuero. Es decir, siguiendo la l gica del fallo, el poder de direcci n deló ó  

empleador es tan amplio que el derecho constitucional a la libertad sindical 

debe ceder a las facultades investigativas de un empleador en contra de un 

dirigente sindical, m s all  de las formas y procedimientos que se utilicen.á á  

Ese mismo poder de direcci n del empleador, justificar a pasar por alto laó í  

autonom a sindical a objeto de relatar a los afiliados su propia versi n de losí ó  

hechos ocurridos en una reuni n bilateral, lo que pugna derechamente conó  

el principio de libertad sindical y de autonom a de las organizaciones deí  

trabajadores que se encuentra reconocido en el art culo 19 N  19 de laí °  

Constituci n y en los art culos 1  y 2  del Convenio N  98 y 135 de laó í ° ° °  

OIT.

Decimo: Que la  causal  del  art culo  477 sobre infracci n  de  ley,í ó  

como ya se ha dicho,  tiene como finalidad velar  porque el  derecho sea 

correctamente aplicado a los hechos o al caso concreto determinado en la 

sentencia,  como  asimismo  a  esta  Corte  le  est  impedido  prescindir  deá  

aquellos hechos que ya fueron determinados en la sentencia recurrida y que 

es aplicable en la especie.

Und cimo:é  Que, en efecto, si se atiende a lo razonado en el motivo 

und cimo y duod cimo de la sentencia impugnada, resulta que los hechosé é  
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que tuvo en cuenta el juez para desestimar la configuraci n de la pr cticaó á  

antisindical estuvieron constituidos en un principio por las diferencias entre 

el  recurrente se or  D az y el  se or  del  Carril,  ejecutivo de ENAP, queñ í ñ  

posteriormente fue precedida de una carta dirigida a los al menos 3.500 

empleados  de  la  empresa  recurrida  y  las  consecuencias  que  esta  misiva 

habr a provocado en el desempe o de las funciones sindicales del actor deí ñ  

primera instancia. Se compartan o no se compartan por este tribunal, esos 

son  hechos  intangibles  para  esta  Corte  y  ocurre  que  corresponden  a 

conclusiones f cticas de las que el recurrente no se hace cargo de la formaá  

exigida por el sistema recursal previsto para tales efectos y que, en tanto 

permanezcan inmutables, no pueden dar cabida a los errores de derecho 

postulados en el recurso.

Por lo expuesto es que la presente causal no puede prosperar.

Duod cimo:é   Adem s, en subsidio interpone la causal del art culoá í  

477 del C digo del Trabajo denunciando la infracci n de los art culos 289ó ó í  

inciso 1  parte preliminar y letras a), e) y g) y 215 del C digo del Trabajo.° ó  

Respecto de la primera de las normas infringidas, el fallo recurrido termina 

configurando los atentados en contra de la libertad sindical como causales 

taxativas. Y al obrar de esa manera, infringe la parte preliminar del inciso 

primero  del  art culo  289  pues  esta  ltima  norma  sanciona  cualquierí ú  

atentado  a  la  libertad  sindical,  independiente  de  la  tipificaci n  a  t tuloó í  

ejemplar que realiza el mencionado precepto. En cuanto a la forma c mo seó  

produce  la  infracci n,  el  fallo  recurrido  se ala  expresamente  en  suó ñ  

considerando duod cimo p rrafo final,é á  que a juicio del recurrente atenta 

contra la tesis que sostiene que las pr cticas antisindicales est n establecidasá á  

en el C digo a t tulo gen rico o ejemplar, desde que el juez concluye queó í é  

no le corresponde determinar si una conducta reprochada en la demanda es 

o  no  atentatoria  de  la  libertad  sindical.  Seg n  el  sentenciador,  leú  

corresponder a al demandante subsumir la conducta en una de las causalesí  

expresamente enumeradas por el C digo, lo que no tiene sustento legal nió  

jurisprudencial. De esta forma, cuando el juez en el fallo concluye que no es 

pr ctica antisindical el hecho de prohibir reunirse con un dirigente, o biená  

desacreditarlo  ante  sus  propios  afiliados,  sencillamente  se  incurre  en  un 
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error de derecho. Finalmente, alega que se habr a configurado la infracci ní ó  

a lo dispuesto por el art culo 289 en el concepto de libertad sindical que seí  

esboza en el considerando d cimo tercero: el principio de libertad sindicalé “  

se  concibe  como los  derechos  y  garant as  de  los  trabajadores  y  de  susí  

organizaciones para constituir organizaciones sindicales,  afiliarse  a ellas  y 

desarrollar actividad sindical para la defensa de sus intereses, entre los que 

se  cuentan,  necesariamente,  los  derechos  de  negociaci n  colectiva  y  deó  

huelga , ya que se trata de un concepto reduccionista de la libertad sindical”  

pues se la  limita  a los  derechos  de constituci n  de organizaciones,  a laó  

afiliaci n y defensa de los intereses sindicales, as  como a los derechos deó í  

negociaci n colectiva y huelga.ó

En cuanto a la letra a) del referido art culo, se ala el recurrente queí ñ  

el  principio  de  proporcionalidad  permite  establecer  el  est ndar  de  laá  

limitaci n del derecho que le corresponde al dirigente sindical.ó

Resulta  evidente  que  no  existe  ninguna  proporcionalidad  entre  el 

incidente que relata el fallo en su considerando und cimo, y la decisi n delé ó  

Gerente  General  de  la  empresa  de  enviarle  una  carta  a  m s  de  3.500á  

trabajadores,  inform ndoles  que la empresa ha decidido no reunirse m sá á  

con  ese  dirigente  sindical,  m xime  considerando  que  tuvo  comoá  

consecuencia que dejaran de funcionar mesas de di logo tanto locales comoá  

corporativas.  El  fallo  pasa  por  alto  el  principio  de  proporcionalidad  y 

considera  que  un  empuj n  o  la  incapacidad  de  mantener  la“ ó ” “  

compostura , justificando la negativa a reunirse de ahora y para siempre”  

con un dirigente sindical.

En cuanto a la letra e) del art culo 289 del C digo del Trabajo, laí ó  

sentencia deja establecido que el gerente general no le envi  una carta a unó  

grupo reducido de sus ejecutivos; tampoco tom  contacto exclusivamenteó  

con  la  directiva  sindical.  Muy  por  el  contrario,  l  decide  relacionarseé  

directamente  con  la  totalidad  de  los  afiliados  e  informar  que  su 

representante que ya no tiene legitimidad para reunirse con los directivos de 

la empresa, validando en el considerando duod cimo este acto de injerenciaé  

sindical  por una parte- y el que la circunstancia de que un empleador–  

realice una investigaci n interna (a un dirigente sindical)  forma parte deó  

D
Y

W
X

Q
N

E
X

C



aquellas  cuestiones  que  emanan  del  poder  de  direcci n  y  mando  deló  

empleador, especialmente su facultad disciplinaria, sin exigirle al empleador 

que entable  una demanda de desafuero si  considera que los  hechos son 

graves; ni tampoco que debe aplicar el Reglamento Interno.

En cuanto a la letra g) del art culo 289 del C digo del Trabajo, laí ó  

infracci n se configura cuando el juez concluye que la negativa a manteneró  

reuniones con un dirigente sindical no importa un acto de discriminaci n.ó  

El fallo no repara en que esta negativa del empleador s lo se aplica a unó  

dirigente sindical y lo veta como representante leg timo de los trabajadores.í  

Eso  es  un  acto  discriminatorio  en  contra  de  un  dirigente  sindical,  en 

comparaci n con los dem s dirigentes sindicales existentes en la empresa.ó á

En cuanto a la infracci n del art culo 215 del C digoó í ó  del Trabajo, 

alude que la sentencia razona como si el empleador se encontrara facultado 

para  desacreditar  a  los  dirigentes  sindicales  ante  sus  afiliados  mediante 

comunicaciones  escritas,  en  circunstancias  que  de  conformidad  con  esta 

norma, el empleador debe abstenerse de realizar actos que perjudiquen a un 

trabajador por su participaci n en actividades sindicales. ó

D cimo  Tercero:é  Que  el  recurrente  en  el  an lisis  de  suá  

presentaci n no desconoce la existencia de los indicios que el tribunal tieneó  

por acreditados, ni la ausencia de justificaci n en t rminos de idoneidad,ó é  

necesidad y proporcionalidad, sino que exige una intencionalidad clara y 

precisa en orden a entorpecer el ejercicio de sus labores sindicales y que ello 

estar a  perjudicando al sindicato, por haber sostenido el sentenciador que laí  

carta enviada a los empleados por parte del gerente general se tratar a deí  

una pr ctica antisindical.á

 D cimo Cuarto:é  Que,  uno  de  los  grandes   principios  del 

derecho  del  trabajo  es  la  libertad  sindical,  que  comprende  -en  lo  que 

importa al caso que se examina- el derecho a  la organizaci n sindical,  a laó  

que  debe  brindarse  efectiva  tutela  para  equilibrar  el  desigual  poder 

trabajador - empleador, constituyendo uno de los medios de tal objetivo la 

sanci n  de  las  pr cticas  antisindicales,  las  que  nuestro  legislador  laboraló á  

describe como acciones que atenten contra la libertad sindical, precisando 

especialmente algunas de las conducta que han de calificarse como tales, sin 
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agotar  su  definici n,  cuyo  n cleo  lo  constituye  el  hecho  de  tratarse  deó ú  

conductas  que  atenten  contra  la  libertad  sindical,  norma  que  ha  de 

interpretarse con la amplitud suficiente para hacer operar el derecho sin 

imponer restricciones o exigencias que vayan m s all  de la regla que exigeá á  

que se trate de atentados a la libertad sindical, cuyo establecimiento se basa 

en la existencia de indicios, que acreditados ponen de cargo del actor de 

primera instancia su justificaci n,  lo  que en este caso no se  logr .   Enó ó  

efecto, tal como resalta el juez de la causa la aplicaci n del art culo 493 deló í  

C digo  del  Trabajo,  seg n  remisi n  del  inciso  tercero  del  art culo  292,ó ú ó í  

importa una reducci n probatoria,  incumbi ndole al  trabajador presentaró é  

indicios  suficientes  de  que  se  ha  producido  la  vulneraci n,  conducta  oó  

pr ctica,  y al  denunciado explicar  los  fundamentos de las  medidas  y  suá  

proporcionalidad.  Circunstancias  que  no fueron  debidamente  acreditadas 

por el recurrente.

Decimo Quinto:  Que en ese contexto,  m s all  de las expresionesá á  

que utilizadas por  el sentenciador, en cuanto refiere, respecto a la discusi nó  

de  recurrente  con  el  representante  de  la  recurrida,  en  alg n  pasaje  delú  

considerando  und cimo:  reyerta ,  lo  cierto  es  que  de  las  conductasé “ ”  

acreditadas  en  primera  la  sentencia  son  suficientes  para  descartar  la 

intencionalidad que reprocha el recurso, lo que basta para desestimarlo.

D cimo  Sexto:é  Por ultimo en subsidio alega la causal del art culoí  

478  letra  c),  ya  que  a  su  entender,  resulta  evidente  de  s lo  leer  losó  

considerandos cuarto, quinto, s ptimo y octavo de la sentencia, en los queé  

se se alan los hechos asentados, que el tribunal debiera haber concluido queñ  

en la especie el empleador incurri  en una t pica pr ctica antisindical y que,ó í á  

en consecuencia, debi  haberse acogido la demanda de autos.ó

D cimo S ptimo:é é  Considerando la hip tesis alegada, ha de tenerseó  

presente que sta no pretende el control o mero contraste de los hechosé  

acreditados  con los  enunciados  de la  norma,  sino que la  revisi n  de laó  

decisi n  que,  respecto  de  los  aspectos  valorativos  contenidos  en  dichaó  

norma, hizo el juez en el ejercicio de subsunci n al caso concreto.ó

 Bajo este razonamiento, la recurrente acepta los hechos, pero discurre 

sobre un error de calificaci n de los mismos.ó
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D cimo  Octavo:é  Que  al  respecto,  seg n  se  precis  por  elú ó  

sentenciador en los motivos d cimo tercero, d cimo cuarto y d cimo quinto,é é é  

termina  por  considerar  que:  los  hechos  descritos  en  la  s ptima“… é  

consideraci n, bajo ning n respecto, pueden subsumirse en alguna de lasó ú  

hip tesis conductuales consagradas en la normativa precisada y desarrolladaó  

en  el  considerando  d cimo  tercero,  por  lo  que  los  mismos  pueden  seré  

calificados, por parte de la empresa, como una conducta ajustada a derecho, 

seg n lo establece en el fallo.ú

 D cimo Noveno:é  Que las alegaciones del recurrente vertidas en su 

libelo  de  nulidad,  se  orientan  a  cuestionar  los  hechos  establecidos  y  no 

precisamente la  calificaci n jur dica que pretende, por lo que el  arbitrioó í  

incoado no podr  prosperar la causal en an lisis.á á

Por  estas  consideraciones  y  lo  dispuesto  en  los  art culos  477  yí  

siguientes  del  C digo  del  Trabajo,  ó se  rechaza  el  recurso  de  nulidad 

deducido por la demandante, en contra de la sentencia de cinco de octubre 

de dos mil dieciocho, dictada por el Primer Juzgado de Letras del Trabajo 

de Santiago.

Reg strese y comun quese.í í

Redacci n del Ministro (s) Alberto Amiot.ó

No firma la ministra (s) se ora Donoso, no obstante haber concurridoñ  

a la vista y al acuerdo, por estar con licencia m dica.é

N  2760-2018.-°
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Pronunciado por la Décima Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Marisol Andrea Rojas M. y Ministro

Suplente Alberto Amiot R. Santiago, cuatro de junio de dos mil diecinueve.

En Santiago, a cuatro de junio de dos mil diecinueve, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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